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Intervención sobre el Presupuesto del INE para 2015

En primer lugar, quiero reconocer a la Cámara de Diputados, al conjunto de los grupos parlamentarios la buena recepción que dieron a la propuesta que aprobó este Consejo General de solicitud presupuestal para el año fiscal 2015. 

Insistimos en su momento que se trató de una propuesta que se construyó alrededor de 3 criterios: Responsabilidad para salvaguardar los derechos políticos de los ciudadanos y hacer realidad la Reforma Constitucional, que no fuera solamente un contenido programático en la Constitución, sino una realidad en manos de la ciudadanía, por eso la responsabilidad de la propuesta; racional porque no se solicitó ningún monto que no fuera estrictamente necesario para el cumplimiento de nuestras tareas; y respetuoso con los contribuyentes. 

La Cámara de Diputados prácticamente aprobó sin modificaciones nuestra solicitud.

Quiero hacer patente que tuvimos reuniones con la Comisión de Hacienda y de Presupuesto, que algunos de los Consejeros del Poder Legislativo, aquí presentes, acudieron a acompañar la propuesta del Instituto y me parece que hay que reconocer ese respaldo político a los fines de la institución. 
El Instituto Nacional Electoral no sólo debe ser una institución eficaz haciendo elecciones, sino eficiente y para ello, las adecuaciones presupuestales deben realizarse de forma ágil y por supuesto con base en la ley. 

La Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y el Reglamento Interior del Instituto Nacional Electoral sólo establecen atribuciones al Consejo General para definir y remitir al ejecutivo el Anteproyecto de Presupuesto del Instituto, ajustar el Proyecto de Presupuesto en los casos en que la Cámara de Diputados así lo determine y, por ejemplo, aprobar las medidas de racionalidad, como hoy es el caso. 

Cuando hemos solicitado alguna ampliación presupuestal, porque así lo permite la ley, como fue el ejercicio de este año, a propósito de la Reforma Electoral, eso pasa por el Consejo General y así debe ser. La propuesta que sea el Consejo General el que defina las adecuaciones presupuestales sobre la marcha de un ejercicio creo que no encuentra sustento legal; el artículo 50 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y 59, numeral 1, inciso a), del Reglamento Interior del Instituto Nacional Electoral, señalan que la Dirección Ejecutiva de Administración es la Unidad Administrativa responsable de la aplicación de las políticas, normas y procedimientos para la administración de los recursos financieros. 

El artículo 30 del Manual de Normas Administrativas en Materia de Recursos Financieros del Instituto Nacional Electoral, establecen que corresponde a la Junta General Ejecutiva, a la Secretaría Ejecutiva y a la Dirección Ejecutiva de Administración autorizar las adecuaciones al Presupuesto, incluidas las ampliaciones líquidas con cargo a recursos disponibles o las reducciones. 

A todo lo que se refiere la propuesta del Consejero Electoral Javier Santiago, son adecuaciones, que está bien que esté en la Junta General Ejecutiva. 
Las economías se pueden generar desde el principio del ejercicio, por ejemplo, en cuanto en una licitación se consigue un mejor precio que el pensado originalmente, hay una economía, un ahorro. ¿Y qué es lo que se hace?.
La Junta General Ejecutiva, por ejemplo, puede definir Proyectos en los cuales esos recursos que son ahorros, no subejercicios, son ahorros, puedan canalizarse para fortalecer las propias actividades del Instituto. 

Si nosotros traemos al Consejo General todas esas adecuaciones, sesión tras sesión tendríamos que estar tomando determinaciones administrativas y volveríamos a este órgano un órgano de decisión administrativa, desplazando a la Junta General Ejecutiva. 

Por lo tanto, creo que es correcto que se mantenga como está el Proyecto de Acuerdo; la Dirección Ejecutiva de Administración es una Dirección Ejecutiva que depende jerárquicamente de la Secretaría Ejecutiva y es precisamente ésta última quien de acuerdo con la ley debe orientar y coordinar las acciones de las direcciones ejecutivas y de las Juntas Locales y Distritales Ejecutivas del Instituto, informando al Presidente del Consejo y por ello es procedente que sea la Junta General Ejecutiva quien determine el destino de los remanentes y disponibilidades.

Éstos, los remanentes y las disponibilidades que se generan en el ejercicio del presupuesto, constituyen aspectos de carácter estrictamente administrativo, operativo y recurrente en el ejercicio de recursos de las distintas áreas del Instituto. Traer estos temas a este Consejo General, traerlos, además de carecer de sustento normativo, representaría, creo, un obstáculo a esta meta de la eficiencia en el uso de los recursos.

Imagínense que aquí estemos discutiendo cómo mover un ahorro que se genere en una licitación a un Proyecto y que eso se vuelva parte del trabajo cotidiano de este órgano. 

Me parece que no contribuye a la eficiencia y además no es necesario desde el punto de vista legal, por lo tanto creo que algo a lo que nos obliga el principio de legalidad, que está en la Constitución Política, es a no arrogarnos como Consejo General atribuciones administrativas que corresponden expresamente a la Junta General Ejecutiva.

